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Por eso cuídate de las esquinas,


no te distraigas cuando caminas...




Por estas calles


Yordano




Introducción




Las ciudades de América Latina son territorios de vida y muerte. Las urbes latinoamericanas son el escenario privilegiado de la violencia y de la inseguridad y, al mismo tiempo, representan la modernidad y la esperanza. En las ciudades, se tejen los sueños de una vida mejor en lo material y en la calidad de las relaciones sociales. Las ciudades congregan lo mejor y lo peor de la vida social contemporánea.




El fenómeno de la violencia fue por décadas una expresión de la vida rural, de la precariedad de las leyes y de la escasa protección del Estado. La violencia de los conflictos pendencieros de los bares, las querellas por doncellas malagradecidas o tierras agrestes en disputa. Pero también fue rural la violencia de las luchas por el control de las tierras en Guatemala o en el nordeste de Brasil; la violencia política de las guerrillas de Colombia o El Salvador; o la violencia terrorista de los movimientos senderistas del Perú.




Las personas huyeron del campo hacia las ciudades escapando de la violencia y buscando protección y justicia. Unas veces fue una migración aislada y a cuenta gotas, como el éxodo rural-urbano de mitad del siglo pasado. Otras veces, adquirió la forma de una emigración masiva, como lo fueron los varios millones de desplazados de las zonas rurales de Colombia, quienes huían de los terratenientes, los guerrilleros o los paramilitares. Las ciudades representaban la vida y la seguridad.




Las familias se movían a las ciudades buscando mejoras materiales y mejoras en sus derechos como personas. Querían un entorno que les permitiera una vida con mayores oportunidades y un medio social predecible, regido por normas estables y no por los caprichos de los poderosos. En las ciudades hubo muchos logros en empleo para los adultos, educación para los jóvenes y salud para los ancianos. Se aprendió también a tener una vida con derechos, a vivir como ciudadanos. Pero una parte importante de la población que llegaba del campo no logró integrarse a los beneficios de la vida urbana y quedó excluida del progreso y la modernidad.




Luego, se encontró también con la violencia y la inseguridad. La violencia se volvió urbana. Las calles que una vez fueron los caminos de la tranquilidad se convirtieron en territorios del miedo. En la actualidad, las ciudades de América Latina son los lugares donde se cometen más homicidios. Y Caracas tiene la oprobiosa distinción de ser la capital más violenta del mundo.




Sin embargo, en esos espacios de exclusión material y normativa, donde no llega el agua ni la ley, hay brotes de esperanza. Hay una población que lucha por unas ciudades donde pueda vivirse mejor, sin exclusiones y sin violencia. Hay madres que en un esfuerzo heroico apuestan con sus manos extendidas a rescatar a los jóvenes de las garras de la violencia, de la droga y de las pandillas. Madres que logran que las bandas rivales se den una tregua y firmen un pacto de cese al fuego, estableciendo como en cualquier guerra unos acuerdos de no agresión. Hay maestras que, desafiando las fronteras invisibles, organizan juegos con niños de los dos territorios enfrentados, para enseñarles a compartir bajo reglas y el diálogo, y no la fuerza. Hay monjas y sacerdotes que dan protección a los amenazados y hacen sus procesiones y cánticos en la calle, disputándoles el espacio público a los traficantes. Hay policías honestos que se resisten a la corrupción y al abuso, a pesar de no contar con el respeto de la población ni el apoyo de sus superiores. Hay actores económicos, comerciantes, transportistas, ganaderos que resisten estoicamente la extorsión del Delito Organizado y crean sus mecanismos de protección y sobrevivencia a pesar de la ausencia del Estado. Hay organizaciones vecinales que logran fijar unos acuerdos sociales que regulan la convivencia, adaptando la ley formal a sus realidades informales.




Hay, en fin, muchas e innovadoras formas de recrear el pacto social para la contención de la violencia.




De todo eso trata este libro.




  ***




La investigación que se reporta en este libro sobre la violencia e institucionalidad en las ciudades de Venezuela, se llevó a cabo como parte de una iniciativa mundial adelantada por el Centro Internacional de Investigaciones del Desarrollo (IDRC-CRDI) de Canadá y la oficina de Cooperación para el Desarrollo Internacional (UKAid) del Reino Unido, y ha tenido como objetivo comprender las razones de la violencia urbana y dar aportes para la construcción de Ciudades Seguras e Incluyentes en África, Asia y América Latina. El estudio internacional se desarrolló bajo un marco conceptual común (Muggah[1]), y en Venezuela, se le dio un carácter específico al colocar el énfasis en la perspectiva de la teoría de la institucionalidad que habíamos desarrollado (Briceño-León[2] [3], Briceño-León, Ávila & Camardiel[4]).




El estudio se realizó utilizando la técnica de los Múltiples Estudios de Caso y, las técnicas de recolección de información utilizadas fueron las entrevistas en profundidad y los grupos focales. En los siete Estudios de Caso se tomaron en cuenta territorios urbanos y grupos sociales específicos. Los grupos sociales fueron las madres, maestras, niños y niñas, adolescentes, transportistas, comerciantes, ganaderos, líderes gremiales, líderes comunitarios y policías. Los territorios urbanos estudiados son barrios pobres ubicados en Caracas y en Ciudad Guayana, así como en San Cristóbal y San Antonio, ciudades de la frontera colombo-venezolana.




La investigación permitió estudiar las relaciones entre el sistema normativo y los comportamientos violentos en esas zonas. Sus conclusiones y recomendaciones permiten ofrecer propuestas de políticas públicas y privadas sobre cómo responder a las situaciones de violencia tanto para sus comunidades específicas, como para el resto de ciudades de Venezuela.




  ***




Este estudio es el resultado de una cooperación entre investigadores de diversas universidades públicas y privadas, así como de miembros de organizaciones comunitarias sin fines de lucro.




Participaron profesores e investigadores de la Universidad Central de Venezuela, Facultad de Arquitectura y Urbanismo: Teolinda Bolívar y Oscar Olinto Camacho; del Centro Ciudades de la Gente: Iris Rosas Meza, Carmen Ofelia Machado y Joel Valencia. De la Escuela de Estudios Políticos, Facultad de Ciencias Políticas y Jurídicas: Levy Farías y Olga Ávila. De la Facultad de Ciencias Económicas y Sociales, participaron de la Escuela de Estadística y Ciencias Actuariales: Alberto Camardiel y Edmundo Pimentel; y de la Escuela de Sociología: Roberto Briceño-León. De la Facultad de Psicología, Claudia Carrillo, quien también es miembro de COFAVIC, junto a Liliana Ortega y Carlos Herrera. De la Universidad Católica Andrés Bello de Caracas: Manuel Llorens, John Souto, Gloria Perdomo, Helen Ruiz y Andrea Chacón. De la Universidad Católica Andrés Bello de Ciudad Guayana y Fe y Alegría, Luisa Pernalete. De la Universidad Simón Bolívar: Verónica Zubillaga y Marisela Hernández. De la Universidad Católica del Táchira: Rina Mazuera y Neida Albornoz.




Quisiera agradecer al equipo de LACSO por todo el apoyo en la ejecución: Alberto Camardiel, Edmundo Pimentel, Olga Ávila, Mariana Caprile, Andrea Chacón, Kaarem del Busto y Ángel Taioli. En especial, quisiera agradecer a Mariana Caprile, quien se encargó de la coordinación del proyecto, y junto con Andrea Chacón, prepararon los reportes y revisaron los informes y los textos del libro.




Igualmente quisiera agradecer a los colegas del proyecto SAIC (Safe and Inclusive Cities) con quienes a lo largo de estos años hemos podido conversar de nuestros hallazgos y las teorías e interpretaciones, y de cuyas opiniones y críticas nos hemos enriquecido. A Markus Gottsbacher y Jennifer Salahub de la oficina de IDRC, en Ottawa, Canadá. A John de Boer, en la Universidad de las Naciones Unidas en Tokio, Japón, y en América Latina, a Ignacio Cano del Laboratorio de Estudios de Violencia de la Universidad del Estado de Río de Janeiro, Brasil; a Juan Pablo Pérez Sainz de FLACSO en Costa Rica; a Hugo Frühling de la Universidad de Chile; a Fernando Carrión de FLACSO en Ecuador y a Arturo Alvarado del Colegio de México.




Esta investigación no hubiese sido posible sin el valioso apoyo de la Universidad Central de Venezuela, la Universidad Simón Bolívar, la Universidad Católica Andrés Bello y la Universidad Católica del Táchira, así como del IDRC de Canadá y del UKAid de la Gran Bretaña. Los textos y los resultados reportados son de la exclusiva responsabilidad de los autores.




  ***




Este libro tiene dos partes que representan la idea del pacto social para la contención de la violencia. En la primera parte, «La ciudad y el pacto social», se presenta el contexto histórico de las ciudades venezolanas y el marco teórico del análisis sobre la institucionalidad que orientó la investigación realizada. En la segunda parte, «La contención de la violencia», se presentan los resultados de los estudios de casos realizados en Caracas, Ciudad Guayana, San Cristóbal y San Antonio del Táchira. Allí se plasma tanto el drama de la inseguridad personal de los pobladores, como su lucha en y anhelo de ciudades seguras e incluyentes, ciudades donde la vida prevalezca sobre la muerte.




La ciudad: ¿escenario o causa de la violencia?


Roberto Briceño-León





La violencia en América Latina es urbana. La gran mayoría de los homicidios, secuestros y robos suceden en las ciudades. La vida peligra en las urbes, sin importar que estas sean grandes, medianas o, incluso, pequeñas. En las ciudades es donde se vive con mayor intensidad la inseguridad y la violencia.




Se trata de un nuevo fenómeno. La violencia contemporánea es distinta de la antigua violencia rural, aquella que surge del machismo o del alcohol pendenciero de los bares. Tampoco se parece a la violencia de los caporales o de los jefecillos políticos, ni de las bandas de asaltantes de carreteras. Ni mucho menos a la inseguridad de los mares abiertos, donde los piratas y corsarios imponían el terror a los viajeros de los océanos que osaban navegar sin protección alguna. Se trata de una violencia nueva. Una criminalidad que se apodera de los espacios que la civilización había construido, justamente, como refugios para escapar del miedo que provocaban las tierras inhóspitas y los mares sin ley.




Las ciudades han sido históricamente los espacios de la seguridad, del progreso y de los derechos. Las ciudades se amurallaban para proteger a sus habitantes de los ataques enemigos externos; en las ciudades se establecieron normas para uso del espacio y los modos de comportamiento, y se crearon los policías para regular las relaciones entre las personas, disuadir a los agresores o castigar a los delincuentes. A fin de facilitar la convivencia e incrementar la seguridad, en las calles se instalaron lámparas del alumbrado público y se emitieron ordenanzas que prohibían a los pobladores viajar en las noches sin luna. Las ciudades fueron también el lugar de los derechos de las personas; quienes lograban vivir en las ciudades tenían derechos en el trato que recibían, podían solicitar protección o demandar justicia ante un tercero que dirimiera las disputas y podían, además, participar en la toma de decisiones. Sus derechos no eran solo como humanos, sino también como ciudadanos, y de allí el título de la declaración que proclama la Revolución Francesa en 1789: «des droits de l’homme et du citoyen».




Sin embargo, las ciudades se tornaron agresivas y violentas. Las ciudades han perdido su vigor como espacio de la libertad y la confianza, y se han ido transformando en lugares donde reina el miedo. ¿Qué ha pasado?




La relación entre la ciudad y la violencia tiene dos grandes hipótesis de interpretación en la ciencia contemporánea. En la primera propuesta, se afirma que la ciudad es el escenario donde ocurren los hechos, donde se despliega la maldad, la criminalidad. Pero nada más. Es un territorio pasivo donde los seres humanos se enfrentan, donde se cometen delitos, de igual forma como pudiera ocurrir en los campos o en los mares. No hay una circunstancia que pueda considerarse que influya en su surgimiento o expansión.




La segunda propuesta es radicalmente distinta. La ciudad no es un territorio pasivo; se afirma, al contrario, que la ciudad, bien sea por su forma constructiva, la aglomeración de personas, la diversidad étnica o sus carencias físicas, facilita, promueve o hasta origina el delito. La ciudad es causa de la violencia. Esta causalidad puede entenderse como una oportunidad o como una inducción perversa. El delito puede ser consecuencia de las condiciones materiales, de las edificaciones o de la trama urbana; o puede ser resultado de las relaciones sociales o la densidad poblacional, pero cualesquiera que fuesen tendrían un papel activo, con fuerza suficiente como para ser causa del comportamiento violento.




En este capítulo se revisan de manera sucinta esas diferentes perspectivas y se propone lo que consideramos es la interpretación más adecuada para comprender la situación de las ciudades de Venezuela y América Latina, y emprender políticas para transformarlas en Ciudades Seguras e Incluyentes.




La ciudad como escenario de la violencia






La ciudad son los «moldes en los cuales la vida de los hombres se ha enfriado y congelado», escribió Mumford (1945:12). Años después Lefebvre afirmó que la «ciudad es la proyección expresión de la sociedad sobre el terreno... la ciudad es un fragmento del conjunto social, transluce, porque las contiene e incorpora en materia sensible, a las instituciones y las ideologías» (Lefebvre, 1969: 75-78). La tesis que se podía derivar de estas afirmaciones clásicas de la Sociología es que la lectura de la forma física y territorial de la ciudad debía proporcionar un conocimiento detallado sobre lo social, sobre cómo esa sociedad usó el espacio, le dio forma de acuerdo a sus necesidades, valores y prejuicios, levantó edificaciones que eran una expresión de las funciones y divisiones sociales, de las clases, las jerarquías y de los mecanismos de poder. Que el espacio de la ciudad reflejaba las prácticas económicas o religiosas dominantes y que en esa sociedad se encargaban de alimentar los estómagos y apaciguar los espíritus de sus habitantes (Briceño-León, 1987).




Las ciudades no han sido históricamente iguales. Las ciudades surgieron cuando en la sociedad había suficiente alimento como para permitir que un grupo no tuviera que dedicarse a la búsqueda de comestibles para sobrevivir, y que ese excedente alimenticio fuese dedicado, voluntariamente o por la fuerza, al sustento de un grupo de personas que vivía en un territorio no productivo, destinado al consumo llamado ciudad (Singer, 1983). Estas ciudades se dieron en Asia Central, en el Imperio Romano o en América Latina; eran las ciudades sedes del imperio o de los latifundistas. Unas ciudades diferentes surgieron cuando la construcción ocurrió alrededor de un mercado, la ciudad era el lugar del intercambio, del encuentro de los productores, que venidos de cerca o de lejos, se apostaban para ofrecer los bienes que tenían y buscar los que necesitaban (Pirenne, 1972). Estas ciudades se encontraban en las ferias de comercio de Europa o en las pequeñas ciudades de los Andes venezolanos, donde se negociaba el café que cultivaban los pequeños productores. Café que luego se trasladaría a los puertos desde donde zarparía en barcos para el mercado mundial.




Otro tipo de ciudad surgió con la Revolución Industrial. La ciudad industrial representó algo muy distinto, pues el factor dominante no era el consumo, ni el intercambio, sino la producción. La ciudad se convirtió en el centro de la producción industrial que dio origen al capitalismo, al surgimiento de la burguesía y, con la llegada de los trabajadores necesarios para su expansión, al abandono del campo. Max Weber analiza los criterios para establecer la existencia de una ciudad y define cinco rasgos centrales: como organización social debe existir una asociación entre sus habitantes, tener una autonomía y autocefalia parcial con autoridades propias; debe además tener una fortaleza, un mercado, un sistema normativo, de derecho propio y con tribunal para aplicar las leyes y dirimir conflictos (Weber, 1969: 919). Ese es el origen del proceso de urbanización acelerado que produce la sociedad urbana contemporánea.




Sin embargo, en América Latina tuvo lugar un acelerado proceso de urbanización que ignoró la industrialización. No solo es que la urbanización fue posterior a la industrialización, invirtiendo el proceso de Europa, sino que inclusive ocurrió sin que se diese el crecimiento industrial requerido para ofrecer suficiente empleo a los nuevos habitantes de la ciudad (Quijano, 1967).




La sociedad contemporánea es entonces una combinación de todos esos tipos de ciudades (Sassen, 2011). Sin embargo, con los procesos de desindustrialización, descentralización y globalización, las ciudades han pasado a cumplir funciones esencialmente de servicios, las cuales se superponen de modos diferentes con las antiguas funciones de ser sedes, mercados y zonas industriales.




En América Latina la suma de estos procesos ha provocado un crecimiento urbano que ha sido acelerado y sorprendente. Tal y como puede apreciarse en el Cuadro 1, para el año 1950 habitaban en 193 ciudades de más de 20.000 habitantes un total de 40,7 millones de habitantes; medio siglo después, en el año 2000, esa población se había multiplicado por siete, para llegar a 313,4 millones de habitantes que moraban en 1.963 ciudades. Pero el mayor crecimiento se concentró en las ciudades más grandes, las que tenían más de 100.000 habitantes, que pasaron de ser 62 urbes en 1950, con 30,5 millones, a convertirse en el año 2000 en un total de 390 ciudades con 249 millones de habitantes. Y en las muy grandes, las de más de un millón de habitantes, las cuales pasaron de ser apenas 6 a mitad del siglo pasado, a 47 al final del siglo. En ellas vivía la mitad de la población urbana, 156 millones de los 313 millones que viven en ciudades de más de 20.000 habitantes (DEPUALC, 2009).
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Esas ciudades son el escenario principal de la violencia de América Latina. Sin embargo, no todas las ciudades viven la desgracia de la misma manera: hay urbes extremadamente violentas como Caracas, Guatemala o Tegucigalpa y otras poco violentas, como Santiago, Buenos Aires o La Paz. En el Cuadro 2, hemos clasificado los niveles de violencia en las ciudades más pobladas de América Latina de acuerdo a sus tasas de homicidio para el año 2012; todas son capitales de sus países, salvo Sao Paulo en Brasil. Las ciudades con menos número de homicidios están en el Cono Sur: Santiago y Buenos Aires, ciudades muy pobladas que tienen una tasa menor de 5 asesinatos por cada 100.000 habitantes, una cifra inclusive inferior a la de Nueva York (5,3) para ese mismo año. En el nivel siguiente, con una tasa de entre 5 y menos de diez homicidios, están ciudades que tienen tamaños muy diferentes, como Asunción, cuyo conglomerado urbano está sobre los dos millones de habitantes, y Ciudad de México, cuya zona metropolitana es diez veces mayor y excede los veinte millones. También se encuentran ciudades socialmente muy diferentes en sus condiciones de pobreza y desigualdad, como La Paz o Montevideo. En el nivel medio, de entre diez y veinte homicidios, están ciudades que han sido muy violentas, como Bogotá y Sao Paulo, y ciudades que nunca han padecido de una violencia notoria, como San José y Managua. En el nivel alto, con una tasa de entre 20 y 100 homicidios, está un grupo amplio de ciudades, pero de manera singular puede decirse que la tasa se concentra entre 40 y 50 homicidios; allí hay urbes con una larga historia de violencia, como San Salvador o Kingston, y otras de violencia reciente, como Ciudad de Panamá. Finalmente, están los casos extremos de violencia, aquellas ciudades con unas tasas superiores a 100 homicidios: Caracas, Guatemala y Tegucigalpa, lo cual quiere decir que son cien veces más violentas que Toronto (1,3) o Mumbai (1,2) en la India, o quinientas veces más violentas que Tokio (0,2).
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* Se tomó como dato el último año de registro de la tasa de homicidios: 2006: Bolivia; 2009: Argentina, Perú, Chile, Venezuela; 2010: Paraguay, Nicaragua, Haití, Guatemala; 2011: Canadá, Uruguay, México, Ecuador, Trinidad y Tobago, Bahamas, Jamaica, Honduras; 2012: Estados Unidos, Brasil, Colombia, Costa Rica, República Dominicana.




** Por cada 100.000 habitantes.




Fuente: Construcción propia sobre datos de United Nations Office on Drugs and Crime (UNODC), 2014.




En Venezuela, las diferencias entre las ciudades son igualmente importantes, pues el Área Metropolitana de Caracas es mucho más violenta que el resto de las ciudades; lo singular de Venezuela es que se ha dado una generalización de la violencia en todo el territorio y aun las ciudades pequeñas tienen una tasa cercana a los 50 homicidios por cada 100.000 habitantes, tasa similar a la reportada para ciudades como San Salvador o Kingston. Los datos de la Encuesta Nacional de Victimización, llevada a cabo por el Gobierno de Venezuela, daban para 2009 una tasa de 233 asesinatos en Caracas, casi el doble de la registrada conservadoramente por la United Nations Office on Drugs and Crime (UNODC). Esa tasa de 233 es más de cuatro veces superior a las que se encontraron en las ciudades grandes y pequeñas (50 y 49), y casi cuatro veces la tasa de las ciudades medianas (66) (ENVPSC, 2009).
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Este es el escenario de la violencia urbana en Venezuela y en América Latina. Quizá con la excepción de Colombia, donde la existencia de grupos guerrilleros y paramilitares, y la alta vinculación con el tráfico de drogas ha hecho relevante la violencia rural. En el resto de la región la criminalidad es un fenómeno urbano, aunque de ocurrencia desigual entre ciudades por su historia particular, por sus distintos tamaños y densidades, así como por diferencias en la incidencia entre las zonas urbanas de la ciudad, tanto las adineradas y formales, como entre las pobres e informales.




La ciudad como causa de la violencia




Hay una perspectiva distinta y es la que asume que la ciudad no es apenas un medio en el cual se despliega la actividad humana, sino un medio físico que afecta el comportamiento de las personas; no es un territorio pasivo, sino activo, que influye, condiciona y causa un tipo de conducta en los seres humanos. La ciudad, en sus múltiples formas y circunstancias, es considerada como causa de la violencia o, de su contrario, del orden social, moral y civilizado.




La Sociología Urbana se dedicó desde sus inicios al estudio de la relación entre el ser humano y el medio natural donde le tocaba vivir y sobrevivir. Buscaba entender los mecanismos de adaptación y transformación del medio natural que usaba la sociedad humana, y cómo los seres humanos se organizaban, cooperaban y competían, para poder llevar a cabo esa tarea. Paralelamente, se dedicó a estudiar el comportamiento social en el medio urbano, procurando entender cómo el medio natural, el medio construido y la aglomeración de personas allí congregadas influenciaban la manera de actuar y pensar de los humanos. Ese era el objetivo que había quedado registrado en el título del artículo que Robert Park publicó en 1915 en el American Journal of Sociology y que se considera fundacional para la Sociología Urbana: «La ciudad: sugestiones para la investigación del comportamiento humano en el medio urbano» (Park, 1915).




La ciudad era un inmenso laboratorio donde se podía estudiar de manera privilegiada el ser humano, pues la ciudad es tanto un conjunto de condiciones físicas como también una moral, un estado mental, unas tradiciones y cultura. En la vida urbana, las necesidades y pasiones humanas son controladas y reguladas por una moral que las sublima, y que es el producto del trabajo de generaciones pasadas y de los esfuerzos de regulación del comportamiento del presente. Ahora bien, la ciudad es un todo, pero tiene también sus partes diferenciadas, no es territorio homogéneo, ni físico ni socialmente, pues hay unas zonas que muestran unos rasgos físicos y sociales que otras no tienen. La influencia del medio ambiente en los individuos se relaciona con la ciudad como un todo, por eso para Park la organización de las comunidades cumplía un papel relevante en el control o la expansión del delito y la violencia juvenil (Park & Burgess, 1925).




La ciudad como causa se encuentra entonces en el modo de vida de la urbe como totalidad y en las áreas en las cuales habitan y se desenvuelven los individuos de manera singular. Son las zonas en que se divide la ciudad que fueron llamadas «áreas naturales», donde los mecanismos económicos de precios del suelo favorecen los mecanismos de exclusión e inclusión que llevan a la creación de zonas culturalmente diferenciadas. La ciudad se divide por oficios, clases sociales o grupos étnicos, como las zonas de pobladores italianos o chinos en las ciudades norteamericanas.




En 1925, Burgess publicó su estudio sobre las formas de crecimiento de la ciudad, tomando como modelo Chicago, y afirmó que las ciudades crecen concéntricamente, en seis círculos cada vez más grandes que se expanden desde el centro tradicional de la ciudad dedicado a las oficinas y los negocios, luego vienen la zona de casas de huéspedes, la zona de los inmigrantes, la de los obreros, la zona de apartamentos para la clase media y el suburbio de casas amplias de la clase alta (Burgess, 1925). En unos estudios posteriores estos resultados fueron utilizados para mostrar cómo surgían de allí distintos tipos de familia y distintos comportamientos delictivos. Los tipos de familia iban desde la no-familia de la zona central de negocios, pasando por categorías como igualitaria, patriarcal de los inmigrantes, patricéntrica, policéntrica de los obreros, hasta la matricentrada de los suburbios. Algo similar ocurría con el delito en esas zonas, solo que en ese caso se diferenciaban en gradientes, de acuerdo a los porcentajes de habitantes con propiedad privada de la vivienda. El estudio señalaba que existía una relación inversa entre propiedad y delincuencia, por lo tanto, a medida que la zona se alejaba del centro de la ciudad, como había más propiedad privada se cometían menos delitos. La causa del delito estaba en una variable de la ciudad: la propiedad. Al tener una presencia diferente en cada zona urbana, provocaba comportamientos y situaciones sociales igualmente distintas (Burgess & Locke, 1953).




Estos estudios fueron retomados posteriormente por la Criminología y la Sociología, y de manera muy especial por R.J. Sampson, quien en la misma tradición y en la misma ciudad, Chicago, realiza investigaciones sobre los vecindarios urbanos. Con una teoría distinta que llamó la «eficacia colectiva» encuentra una distribución desigual del delito, pero ya no por la forma concéntrica de crecimiento, sino por los diferentes niveles de cohesión social que existían en cada una de las zonas de la ciudad investigada (Sampson, Raudenbush & Earls, 1997). La situación social de la zona de la ciudad es la causa del delito.




Los orígenes urbanos del delito




La pregunta que viene de inmediato a la mente es cuáles serían las razones por las que la ciudad como un todo o unas zonas de ella provocan un comportamiento delictivo (Muggah, 2012). ¿Por qué la ciudad o algunas de sus zonas son criminógenas?




Las respuestas tienen por lo regular dos grandes dimensiones: una se refiere a la dimensión física, al medio ambiente construido; la otra, a la dimensión social, cultural o normativa. En algunas interpretaciones ambas dimensiones se combinan de manera equilibrada, en otros casos se privilegia una u otra dimensión, hasta llegar en algunos casos a hacer desaparecer la otra de tanto minimizarla o ignorarla.




A nivel contemporáneo hay tres factores que se han privilegiado en la explicación del origen urbano del delito: la densidad, la exclusión y la desigualdad. Son factores explicativos que han tenido mucha difusión y aceptación entre expertos y políticos. Las evidencias que las sustentan son todavía escasas y contradictorias.




La tesis de la densidad urbana tiene una larga tradición y tuvo su gran exponente en L. Wirth (1938), quien consideraba que la vida urbana era un modo de vida («Urbanism as a way of life», llamó su texto) que tenía como uno de sus rasgos definitorios una alta densidad poblacional. Lo singular de la ciudad era que ponía a vivir en un espacio reducido a muchas personas, y por lo tanto esa aglomeración las obligaba a un modo de vida acorde con esa circunstancia. Los estudios de Sociología y de Psicología mostraban cambios en las conductas cuando las personas estaban muy cerca y sentían una invasión de lo que podían considerar su espacio vital. En condiciones de aglomeración o de aislamiento las personas reaccionan distinto hacia el otro; aunque es normal que en un autobús lleno de pasajeros alguien esté a escasos centímetros de otro, pero si el mismo autobús está vacío, alguien entra y escoge sentarse al lado del único pasajero presente, este de seguro entra en sospecha y temor. Cambios similares se encuentran en los comportamientos en viviendas de baja o alta densidad. O las agresiones que pueden ocurrir por la convivencia en los refugios donde se albergan los damnificados después de un desastre natural (Wiesenfeld, 1995). Esta teorización combina una causa material con un resultado social. La hipótesis subyacente sería que las zonas de alta densidad pueden propiciar el delito, aunque las evidencias de esto no son contundentes; en Caracas, por ejemplo, hay zonas que sorprenden por tener una densidad similar, a pesar de mostrar alturas muy distintas: el Parque Central en Caracas, con sus más de 25 pisos de altura, ha tenido una densidad poblacional similar a la de algunos barrios informales urbanos, como Los Erasos en la zona de San Bernardino. Sin embargo, los niveles de criminalidad en ambas zonas son muy distintos. Por lo tanto, uno puede pensar que si bien la densidad es una variable importante, la manera como se organiza y regula la convivencia es lo que puede marcar la diferencia en la violencia.




Otro factor han sido los niveles de exclusión o de segregación de las ciudades. La tesis, en este caso, es que la existencia de zonas con condiciones sociales y ambientales diferentes y cercanas, crea un sentimiento de exclusión en un grupo, en el excluido, que derivaría en la violencia. La existencia de las zonas diferentes y desiguales son una realidad innegable en las ciudades de América Latina y de Venezuela (Ziccardi, 2008). Las razones por las cuales esa exclusión debe transformarse en violencia no son claras. Uno puede presumir que la violencia pudiera tener un sentido expresivo, de descarga de la rabia y de envidia que se siente hacia el otro incluido. También pudiera considerar que se trataría de una violencia instrumental, es decir, se usaría el delito para quitarle al incluido algún bien, dinero u objetos, que el excluido desea tener y no tiene. Estos razonamientos estarían en la dirección del delito como una expresión de la lucha de clases, en este caso el enfrentamiento entre excluidos e incluidos sería lo que permitiría la explicación del delito. Lo que es sorprendente es que la gran mayoría, casi la totalidad de los pobladores de las zonas excluidas no son delincuentes, son personas trabajadoras y honestas que ni agreden ni roban a los incluidos. Por otro lado, una parte importante de los delitos violentos ocurre en los individuos excluidos entre sí, no está dirigida al otro grupo social. Habría que preguntarse si la exclusión que se vive en estas zonas y que produce tanta violencia interna es de tipo material, de carencia de vivienda o de infraestructura, o es una carencia de tipo normativo, ausencia de Estado de Derecho.




El tercer elemento es la desigualdad que se expresa de una manera importante en las ciudades. América Latina es la región más desigual del mundo, con un coeficiente de Gini promedio de 0,494. En promedio, en la región el diez por ciento más rico recibe un ingreso 28 veces mayor que el diez por ciento más pobre. Esa brecha de ingresos cambia entre los países. En Uruguay el diez por ciento más rico recibe 15 veces más que el decil pobre, mientras que en Brasil es 49 veces mayor el ingreso del grupo más rico en comparación con el grupo más pobre. La desigualdad existe y de manera relevante.




Lo singular es que cuando uno revisa la situación de violencia y desigualdad en las ciudades de América Latina, encuentra unas terribles paradojas, pues Caracas, que sería la ciudad menos desigual, es la que muestra la mayor tasa de homicidios, mientras que Santiago de Chile, que es la ciudad con una de las mayores desigualdades, es la que tiene la tasa de homicidios más baja de las capitales de la región.




Una manera distinta de entender la desigualdad se relaciona con las diferencias que se pueden provocar a lo interno de las zonas pobres o excluidas de la ciudad. Se trata, en este caso, de una micro-desigualdad que no puede ser captada por las herramientas de estudio macrosociales tradicionales y que algunos autores han llamado «desigualdad horizontal» (Stewart, 2002). Es la desigualdad que se produce en el barrio entre los miembros de los grupos delincuenciales y el resto de los habitantes del barrio, las personas comunes. Es la desigualdad que surge cuando, puesto en palabras de un joven vendedor de droga, en una noche de un fin de semana es «posible ganarse el equivalente a un mes de salario» de un trabajador formal. Esa diferencia fomenta el modelo del delincuente como figura exitosa, y permite observar en alguien igual a ellos una riqueza que acentúa la desigualdad y da pie a mostrar el crimen como camino y medio exitoso para el ascenso social.




La ciudad como causa-oportunidad




Una manera distinta de interpretar la causalidad urbana es no enfocarse en un rasgo de la ciudad, como la densidad, exclusión o desigualdad, sino en las oportunidades que la ciudad puede ofrecer al delito. En este caso la ciudad no es una causa eficiente del delito, pero sí ofrece la posibilidad de que algunos actores motivados puedan aprovechar ciertas condiciones para cometer los delitos.




Las condiciones para que las potenciales oportunidades del delito se puedan aprovechar y convertir en realidad son tres. Una oportunidad es aprovechada para cometer un delito cuando:




a) Hay actores motivados para cometer el delito, esto quiero decir, personas cuyos valores morales no les impedirían cometer un delito en un ambiente de circunstancias neutro. Se trata de personas que no tienen un freno interior que las llevaría a renunciar a la posibilidad de cometer el delito. En estas personas motivadas no hay normas morales, civiles o religiosas que restrinjan ese potencial comportamiento delictivo.




b) En segundo lugar, está la ausencia de una protección para las personas o bienes que pueden ser víctimas del delito. A diferencia de la situación anterior, donde la limitación es interna, en este caso la limitación proviene del exterior y, digamos, no es subjetiva sino objetiva. Trátese de la cerradura que impide el acceso a un inmueble, la bóveda para guardar el dinero, o la vigilancia policial de un banco, todas son formas de protección objetiva y externa que, en su ausencia, incitan al actor motivado a aprovechar la oportunidad.




c) Finalmente, está la reducción o ausencia de costos para la acción delictiva. Los costos del delito, el castigo que da la sociedad como respuesta al daño causado, se convierte en oportunidad cuando su magnitud es relativamente baja en comparación con los potenciales beneficios que se puedan obtener; o cuando, aun siendo severos los castigos, la probabilidad de su aplicación es muy reducida. Los costos del delito pueden ir desde la sanción y el desprecio moral, hasta la cárcel o la pena de muerte. El derecho penal ha elaborado una sofisticada armazón de proporcionalidad entre el crimen y el castigo que se encuentra bien documentada en los códigos penales desde la antigüedad. El objetivo social es poder establecer una relación entre el daño que se inflige a la sociedad y la magnitud del castigo que debe aplicarse justamente y que se expresa en la máxima del Talión: ojo por ojo, diente por diente.




Desde el punto de vista del comportamiento se trata de establecer unos costos tales que, en la decisión racional que deba tomar el potencial delincuente, en el cálculo entre los beneficios que se derivarían de cometer un delito y los costos que este acto acarrearían a su autor, estos excedan a los beneficios y por lo tanto puedan disuadir al actor motivado (Becker, 1968). Por eso, cuando en una sociedad la magnitud de las penas son muy bajas (multas insignificantes, por ejemplo) o las probabilidades de su aplicación muy escasas (ineficiencia del sistema de justicia penal), entonces se incrementan las posibilidades de que los actores motivados aprovechen las oportunidades para cometer delitos. Aunque ambos aspectos, la magnitud de la pena y la probabilidad de su aplicación oportuna, son importantes, después de los postulados de Beccaria (2000), lo que quizá ha quedado claro en la Sociología Criminal es que no es tanto la severidad de la pena como la probabilidad de su aplicación lo que puede cumplir una función disuasiva ante el actor motivado.




Cuando se dan esas tres condiciones sociales y hay unas circunstancias físicas propicias, podemos decir que la ciudad representa no una causa eficiente del delito, sino una causa-oportunidad.




Las condiciones físicas como causa-oportunidad para el crimen




Algunos aspectos físicos de la ciudad pueden convertirse en oportunidades para el delito y la violencia. Hay cuatro circunstancias relevantes de la geografía y el diseño urbano que pueden convertirse en oportunidades para que los actores motivados puedan cometer delitos, estos son: la iluminación, la trama urbana, los accesos y los nodos o bordes de las zonas urbanas.




La conformación de la trama urbana puede ser un factor que permite la actuación de los delincuentes al generar espacios que facilitan su acción o restringen la actuación de la policía o las fuerzas de seguridad. El trazado irregular y tortuoso de las calles y veredas, muy hermoso por la multiplicidad de perspectivas que ofrece, facilita la acción de los delincuentes que pueden esconderse o acechar a sus víctimas en los laberintos constructivos. Esas mismas condiciones los hacen más difíciles de controlar, pues los cuerpos policiales tienen dificultades para acceder a la zona y pueden ser blanco de la agresión de las pandillas delincuenciales.




El trazado en damero, la cuadrícula tradicional de la ciudad, construida bajo las ordenanzas de Felipe II, permite un mayor control territorial de los habitantes y las autoridades. Los bulevares y las avenidas diagonales que desarrolló el urbanismo francés con el barón Haussmann para la transformación de París, tenía como propósito el control social y político pues permitían trasladar tropas hacia zonas urbanas que de otra manera podían ser aisladas con las barricadas.




En los barrios de montaña de Caracas, Medellín o Río de Janeiro, la obligada adaptación de las viviendas a la topografía inclinada, que constriñe a seguir las cotas de nivel para la construcción de las casas, veredas de acceso o calles, haciéndolas sinuosas y estrechas, permite su dominio por los grupos delincuenciales. Además, el control desde los techos de las viviendas más altas las convirtieron en lugares propicios para guarecerse de los enemigos y ejercer el control de los territorios bajos.




La ausencia de iluminación nocturna ha sido desde tiempos antiguos un facilitador de la acción delincuencial, por eso las ciudades han dedicado un esfuerzo sostenido al alumbrado público. La oscuridad ofrece siempre una oportunidad y por eso los grupos delictivos se encargan de dañar las luces en las calles o en los espacios internos de las edificaciones, como ocurre en los grandes edificios del 23 de Enero en Caracas, donde, para acceder a los pisos intermedios entre aquellos donde llega el ascensor, las personas deben trasladarse por escaleras sin ventanas, que requieren de iluminación artificial y donde las pandillas tradicionalmente han dañado los faroles para poder cometer sus delitos. Los planes de seguridad de diversas partes del mundo insisten en estos aspectos, de allí que los programas de disminución de la violencia a través de la mejoría urbana en Ciudad del Cabo, Suráfrica, tengan como elemento central la iluminación de los espacios públicos; que el plan contra la violencia del gobierno de F.H. Cardoso en Brasil tuviera como una gran inversión los gastos en el alumbrado público de las favelas; y que muchas otras intervenciones de desarrollo urbano en otras ciudades de América Latina sean vistas como un medio para prevenir la violencia (Corporación Andina de Fomento, 2013).




La existencia de pocas vías para el acceso a una zona urbana puede ser una oportunidad para la acción del delito. Las favelas que tienen menos entradas tienden a ser más violentas que las que cuentan con muchas formas de ingreso. La razón es sencilla: controlando la entrada es posible dominar una zona o protegerse de las pandillas enemigas o de la policía. De manera distinta, el control de los accesos puede ser también una forma de restringir la acción del delito, por eso en el diseño de los centros comerciales se reducen las entradas para aumentar la seguridad, limitando así tanto el ingreso como las rutas de escape de los potenciales delincuentes. Por eso mismo las urbanizaciones de clase media y alta cerraron los accesos vehiculares y han colocado garitas con vigilancia, y en los barrios de bajos ingresos de urbanización informal se ha hecho lo mismo con las veredas peatonales, se han colocado rejas con llave que solo tienen los habitantes del lugar, convirtiendo en fortalezas medievales sectores de la ciudad para intentar reducir las oportunidades al delito.




Finalmente, hay espacios de encuentro en la ciudad, lugares que por ser cruce de caminos, sectores de compras o de acceso al transporte público, se convierten en puntos de mucha violencia. Estos nodos, como los llamó D. Lynch, «focos estratégicos... confluencia de sendas o de concentraciones» (Lynch, 1974:71), son lugares donde se encuentra y se distribuye la población. En el estudio realizado en Caracas por el Centro Ciudades de la Gente de la Facultad de Arquitectura y Urbanismo de la Universidad Central de Venezuela (Rosas et al., 2014) un hallazgo importante fue que estos nodos eran lugares particularmente violentos, pues la concentración de personas y el encuentro entre rivales los convertía en espacios propicios para realizar asaltos o tomar venganzas. Estos nodos son muchas veces los espacios-frontera, en disputa por las pandillas, cuando ninguna ejercía un control completo sobre ese territorio.




Las condiciones normativas como causa-oportunidad para el crimen




Estas circunstancias urbanas representan una oportunidad al delito en las ciudades, pero requiere de la existencia de actores motivados, que no exista protección y que el castigo sea una amenaza menor. Los actores motivados pueden encontrar unas condiciones físicas que ofrezcan oportunidades para el delito y la violencia, pero el contexto social es igualmente relevante para que se haga efectiva su ocurrencia.




La ciudad de América Latina y de Venezuela ha crecido bajo dos sistemas normativos, el formal y el informal. El casco tradicional y las nuevas zonas planificadas han tenido como orientación y pauta unas normas de ocupación del territorio y de construcción distintas de las que han tenido las zonas de urbanización informal que, por lo regular, fueron construidas contra o al margen de la legislación vigente (Calderón, 2005). Sin embargo, el hecho de que hayan sido construidas fuera de la ley formal no quiere decir que hayan sido erigidas sin normas, solo que las normas las han colocado las propias personas, sea ignorando la ley, sea en oposición a la ley (en particular a la ley de propiedad), aunque también reproduciendo, por cercanía o simulacro, la ley formal. Es el caso de la propiedad de la tierra, pues una vez invadidos y ocupados los terrenos para la construcción de un nuevo barrio, se establecen los límites de cada parcela, se cercan los espacios y, a partir de allí, surge una nueva institucionalidad informal: son de nuevo considerados «propiedad privada» de los ocupantes. Una nueva legalidad informal surge de inmediato sobre el terreno invadido, donde se llegan a colocar avisos amenazantes de «propiedad privada», en clara advertencia a la acción de otros invasores que pretendan quebrantar el nuevo derecho establecido (Nikken et al., 2006). Esto es una forma de control urbanístico informal cónsono con la existencia de muchas formas normativas y de regulación de la vida social que surgen como control social informal.




Las oportunidades para el crimen no se derivan necesariamente de la existencia de los barrios o las zonas de urbanización informal, sino de la existencia de zonas que están fuera tanto del control social formal, como del control social informal. En la mayoría de los barrios informales la presencia del Estado de Derecho es muy precaria, no solo por las dificultades de origen y de funcionamiento antes referidos, sino por la ausencia de los mecanismos efectivos de aplicación de la ley formal. A su lado el control social informal ha funcionado regularmente, se urbaniza, se establecen obligaciones y derechos, se compra, alquila o hereda la propiedad de los inmuebles y la posesión de la tierra. Pero hay unas zonas donde las oportunidades para el delito son mucho mayores, pues el control social informal ha sido destruido por razones políticas o por la fuerza de los grupos delincuenciales, en las que tampoco hay los mecanismos de protección del Estado. En estas zonas no hay un ejercicio de dominio real por parte del Estado, ni tampoco un control social informal positivo por parte de las propias comunidades.




Tres tipos de zonas podemos establecer en este sentido: las zonas a-normativas, donde el Estado no puede ejercer o renunció al control territorial permanente. Son las zonas donde no ingresa la policía o si lo hace es, apenas, como en una incursión militar, basada en su capacidad de fuego y movimiento permanente, pero de donde rápidamente se retira. En algunas partes, esta entrega se ha formalizado y el gobierno le ha cedido el control social de esa zona a los delincuentes, como es el caso de las llamadas «Zonas de Paz» en Venezuela, en las cuales la policía ha tenido prohibido el ingreso a cambio de la promesa de los delincuentes de aminorar la violencia.




Un segundo tipo de zonas son aquellas donde rige una doble-normativa. El caso más claro son las zonas de frontera entre dos naciones que tienen oportunidades de negocios y legislaciones distintas. Estos territorios fronterizos son siempre propicios para el delito, pues el control desigual de los mercados y la existencia de normas impositivas y penales diferentes facilitan los negocios ilegales derivados del contrabando de importación o exportación (Llugsha & Carrión, 2014). La dualidad legal favorece la conducta del relativismo normativo, pues claramente se entiende que no es un valor universal sino circunstancial y por lo tanto su cumplimiento termina siendo opcional.




El tercer tipo de zona es aquella donde la normativa criminal es la que se ha impuesto y ha sustituido al Estado. Es un territorio donde los actores organizados del delito determinan y monopolizan la oportunidad del delito. En este caso el ejercicio del dominio territorial está completamente en manos de los grupos delincuenciales que establecen las normas, y se encargan tanto de forzar su cumplimiento como de castigar a los infractores, por lo regular, de una manera oportuna y con una crueldad que excede con creces la punición del derecho penal formal. En estos casos la oportunidad del delito se modifica de ser coyuntural y transitoria a buscar hacerla permanente y recurrente, a convertirla en renta, es el paso de la pandilla que depreda a la mafia que vende protección. Aquí ya no se secuestra ni se roba al comerciante, sino se le cobra mensualmente para evitar que sea secuestrado o sea asaltado su negocio.




La fragilidad normativa ofrece oportunidades al delito depredador, la normativa paralela consolida al delito como Estado paralelo y en estas circunstancias puede reducir la magnitud de la violencia e imponer una suerte de «paz criminal». En estas zonas se puede crear la ilusión de que se reduce el delito porque este ha sido monopolizado por el crimen organizado, pero al final lo que ocurre es una pérdida de derechos de todos los ciudadanos que se ven sometidos a los vaivenes del poder arbitrario y cruel del delito.




La ciudad como oportunidad para la paz






La ciudad no es solo el escenario de la violencia, es su gran determinante. Así como la vida urbana puede ser una impulsora de la agresión, también puede brindar la mejor de las oportunidades para la paz y la convivencia, para construir una vida cotidiana regida por acuerdos y normas. La ciudad es el espacio privilegiado de la institucionalidad y el pacto social, es la expresión de esa hermosa «complejidad organizada».




Si lo urbano fuese solo escenario, entonces muy poco podría hacerse desde lo urbano para controlar la violencia. Al asumirla como causa existe la posibilidad y la obligación de intervenir en las condiciones físicas y normativas que pueden propiciar la violencia para transformarlas en posibilidades para contener el delito y la agresión.




Para que la ciudad se convierta en una oportunidad para la paz requiere de un esfuerzo integrador, de inclusión social, no de exclusión ni de división. Para que la ciudad pueda ser esa hermosa «complejidad organizada» (Jacobs, 1973:18), se requiere de una transformación del espacio físico para que sean lugares de encuentro y diálogo y del medio social para que la norma y la ley sean las que rijan las relaciones entre las personas, y no la fuerza o las armas.




La ciudad como oportunidad para la paz debe incorporar los mecanismos de la institucionalidad informal, de la tradición y de las reglas creadas por las comunidades para regular la vida juntos. Antes que menospreciar la norma informal se requiere que sea valorizada y, hasta cierto punto, formalizada, para que pueda tener vigencia y contribuir al descenso de la criminalidad.




Al mismo tiempo debe incorporar una multiplicidad de nuevos actores sociales al control social: los maestros, las madres, los religiosos son figuras claves en la contención de la violencia, y deben ser estimulados y aupados en su labor. La ciudad para la paz amerita de una mayor cooperación entre las instancias públicas y privadas, y en lo económico y en lo relativo a la seguridad.




La ciudad como lugar privilegiado de la institucionalidad cumple un papel modulador de la violencia. Por eso reforzar las condiciones físicas y normativas posee una relevancia mayor en la disminución de la violencia para tener una vida urbana libre de miedos. Al final, lo que contiene la violencia no son las armas de los policías, sino los pactos –formales e informales– de los ciudadanos.
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Parte I


La ciudad y el pacto social




Las ciudades venezolanas y la exclusión social[5]


Oscar Olinto Camacho





Una necesaria conceptualización




Diversos trabajos pioneros en los países desarrollados, y especialmente en Francia, han analizado la exclusión social en sus múltiples dimensiones y su relación con la pobreza, donde mayoritariamente la vinculan con el mercado laboral, y en menores proporciones con la migración ilegal y las diferencias étnicas.




Igualmente se ha señalado más ampliamente (Arriba, 2002), la pertinencia de este concepto para referirse a las poblaciones en situación de desventaja social en el mundo actual, considerando distintos aspectos del fenómeno, como su carácter multidimensional, relativo y dinámico, que no estaban contemplados en la terminología de la marginalidad de los sesenta y setenta.




El Banco Mundial, en su informe sobre la Exclusión Social y Pobreza en Latinoamérica del año 2010, la interpreta con un concepto multidimensional que tiene al menos, cuatro características: la primera, vincula a los grupos que son excluidos a través de formas no económicas del acceso a los bienes básicos y a los servicios que determinan el capital humano; la segunda, con el acceso desigual a los mercados de trabajo; la tercera, se refiere a la exclusión de los mecanismos participativos; y la cuarta, la exclusión en el sentido del desigual acceso en la práctica al ejercicio de los derechos políticos y las libertades civiles, incluyendo la negación de derechos humanos básicos.




Posteriormente, se ha insistido en la consideración de la exclusión social asociada a un fenómeno que igualmente con carácter multidimensional, rebasa la de los bajos ingresos y la pobreza como indicadores exclusivos de las poblaciones con carencias sociales.




Para nuestro desarrollo del tema solicitado: «Las ciudades venezolanas y la exclusión social», interpretamos que en estas existe un sector mayoritario de personas que, social y espacialmente, se localizan en sus barrios, quienes tienen muy limitado el acceso de sus servicios urbanísticos básicos, los cuales evidencian grandes y crecientes carencias, con relación a otras que dentro de la misma ciudad no están urbanísticamente excluidas. Esto no indica que los sectores de los barrios se encuentran en condiciones de exclusión generalizada en todas sus dimensiones. Contrariamente, en Venezuela la heterogeneidad de la pobreza en los barrios, la construcción progresiva y permanente de sus viviendas, la presencia de diferentes niveles de ingresos, de diversas actividades laborales formales e informales, y los derechos políticos que goza esa población, entre otros, no permite identificar a esos sectores en su conjunto como excluidos en la ciudad. No obstante, en la dimensión urbanística sí están excluidos, y es donde en las ciudades y metrópolis venezolanas se manifiesta abierta y evidentemente la exclusión social. Urbanísticamente, estar segregado o estar excluido son dos conceptos y prácticas urbanas y sociales diferentes. En la segregación urbana la pobreza no es determinante, mientras que en las de exclusión es dominante.




Para reflexionar sobre este tema, consideramos que dentro de esa multidimensionalidad de la exclusión, la dimensión urbanística en los barrios representada en su precariedad, vulnerabilidad, escasa cobertura y calidad de la infraestructura de los servicios locales, redes y equipamientos básicos, evidencia la acentuación de la pobreza en las ciudades, conjuntamente con exclusión social urbana.




A las carencias previamente anotadas, se suman las insuficiencias en vialidad y transporte, altas densidades e incontrolables alturas, las cuales en su conjunto expresan la desatención sistemática del Estado en la intervención urbanística en estos sectores. Históricamente, salvo tres casos que reseñaremos más adelante, las demandas básicas de esa población por la dotación planificada de los servicios y equipamientos urbanísticos de ese hábitat no se han considerado masivamente con la prioridad que requieren en las políticas públicas. Esta permanente omisión ha conducido a una abierta y verificable exclusión, que representa el gran problema urbanístico nacional.




La precaria y crítica urbanización en los barrios supera como problema al de la vivienda de los pobres, el cual no es el determinante para su sobrevivencia. La vivienda no está excluida socialmente; al contrario, sus pobladores han demostrado que saben construirlas transgresionalmente en sus territorios de forma progresiva, y con modalidades propias de su esfuerzo espartano y creativo al autofinanciarse permanentemente en el corto plazo, para construirlas en el largo plazo.




Este novedoso mecanismo de la vivienda progresiva, produce en escasas décadas viviendas aceptables consolidadas pero inseguras por la vulnerabilidad geológica, y por las grandes carencias urbanísticas y ambientales que poseen, las cuales no dependen para su solución de los esfuerzos cotidianos de los pobladores para mejorar su hábitat. Contrariamente, esta es una responsabilidad exclusiva, no cumplida históricamente por el Estado venezolano, el cual ha fallado en su gestión urbana para evitar las injusticias, no ejerciendo su permanente responsabilidad como impulsor de la inclusión en la formulación y gestión de sus planes y políticas públicas en el campo de la vivienda y el desarrollo urbano.




Estas anotadas carencias urbanísticas, han devenido en exclusión social y espacial que necesariamente se debe reflejar en las percepciones y condicionamientos mentales, sociales, culturales, etc. de los habitantes de los barrios sobre las ciudades de las que forman parte. Ciudades que también les pertenecen para ejercer plenamente sus derechos y deberes como ciudadanos.




Históricamente se han otorgado preferencias y privilegios a los sectores sociales y espaciales localizados en el sector formal de las ciudades, donde indiscutiblemente se muestran los grandes progresos de «lo urbano». No obstante, en la concepción funcionalista que ha privado en la planificación e intervenciones del sector público y privado para «hacer ciudad», se ha desconsiderado en el conjunto del espacio urbano la necesaria y permanente imbricación que se requiere con los sectores informales en la ciudad: los barrios.




Solo fue con la promulgación de la Ley Orgánica de Ordenación Urbanística (LOOU) en 1987, cuando por primera vez en Venezuela se reconoce cartográficamente a los barrios en los planes urbanos como parte integrante de las ciudades que los contienen, obligando a su consideración e incorporación a través de la elaboración de planes especiales. No obstante, este mandato legal contenido en la ley no ha producido los resultados concretos deseados para el ordenamiento urbanístico de estos sectores.




Concatenado con los barrios y sus carencias urbanísticas, en ese «hacer ciudad» existe una paradójica modalidad de intervención del Estado, muy puntual y socialmente diferenciada en sectores de muy altos ingresos, donde en sus adyacencias se localizan algunos barrios. Estos grupos de altos ingresos presionan a las municipalidades en la defensa ambiental de su entorno físico y social, para que prioricen en sus intervenciones urbanísticas la cobertura y eficiencia de las redes de sus servicios, de la vialidad interna, etc., que contrastan en su calidad con la de aquellos barrios alejados de los sectores sociales con altos ingresos. Igualmente estas intervenciones forman parte de acciones pre-cautelativas, cuyo objetivo es reducir los conflictos sociales para mejorar la convivencia, y resguardar la seguridad familiar y residencial en esas áreas del sector formal.




En resumen, la exclusión social es multidimensional, y dentro de esa multidimensionalidad, la precariedad creciente de su dimensión urbanística existente en los barrios la evidencia y categoriza contundentemente en las ciudades venezolanas.




Crecimiento urbano, población y exclusión urbanística




Acogiéndonos a la anterior conceptualización de la exclusión social vinculada con las carencias urbanísticas en el sector informal de las ciudades venezolanas, trataremos en este segundo punto de situar territorialmente los dos grandes temas centrales de este libro: seguridad y violencia.




Históricamente cada sociedad organiza su espacio de acuerdo a su naturaleza y contenido ideológico, político, económico y cultural. Para el filósofo y urbanista Henri Lefebvre (1973), la ciudad es: «la sociedad inscrita en el suelo»; y, para el filósofo Jünger Habermas (1981) la ciudad es «el espacio público donde la sociedad se fotografía, el poder se hace visible y se materializa el simbolismo colectivo». Venezuela no escapa a estas consideraciones de Lefebvre y Habermas. Su sociedad se fue históricamente gestando desde el Poder con una visible y cada vez más ampliada fotografía en blanco y negro de unas ciudades y metrópolis fragmentadas, con altas segregaciones residenciales, comerciales, culturales, etc., acompañadas de exclusiones ecológicas y urbanísticas muy discontinuas en sus territorios.




La sociedad venezolana comenzó, a partir de la segunda mitad de la década del treinta, con el cambio de las relaciones campo/ciudad, y a organizarse dentro de transformaciones territoriales crecientes y desbalanceadas, producidas por la desigual distribución de la renta petrolera, donde la exclusión urbanística a pesar de muchos y destacados esfuerzos realizados por la intervención del Estado para evitarla, fue progresivamente creciendo para mantenerse como una constante no controlada. No existe hoy ciudad alguna en Venezuela donde la presencia de la exclusión espacial y social en la dotación, consumo y calidad urbanística de los servicios no se evidencie con mayor claridad diferenciada que en los dos sectores de las ciudades venezolanas, categorizados como el formal y el informal.




El sector formal en las ciudades está presuntamente planificado por normas, leyes, reglamentos; y el sector informal, los barrios, corresponden a las áreas urbanas no controladas, no planificadas dentro de su estructura urbana, donde sus pobladores responden a esta injusta omisión con un admirable esfuerzo espartano para la sobrevivencia, que deja una peculiar impronta física dentro del simbolismo urbano colectivo, la cual coexiste diferenciadamente con las diversas morfologías del Poder de los Privilegios.




De aquí que en muchas de las categorizaciones que provienen del Poder sobre la ciudad venezolana, es asumida como dos ciudades, correspondientes al sector formal y el informal, cuando es y ha sido sólo una sociedad la que ha generado. Una sola ciudad con esas diferenciaciones sociales, con marcadas exclusiones urbanísticas y ecológicas. Esos resultados en la dimensión territorial y urbana eran compatibles con una transformación de la sociedad que operaba bajo el excluyente oropel petrolero, donde sus inversiones registraban una débil complementariedad entre la política económica, que sobrevalora sus macroindicadores, y la social, subestimándose en esta última su relevancia para el desarrollo del país.




Para tratar de cumplir con esta contextualización, seleccionamos el inicio de la década del cuarenta como el momento territorial donde se acelera la incipiente urbanización de los treinta, y aparece la tímida expresión espacial de la industrialización, producto de la captación de la renta petrolera por parte del Estado.




Para 1936, la exclusión urbanística era embrionaria porque la proporción entre la población de las ciudades principales y la de sus barrios era manejable. Para esa fecha alcanzaba 3.509.618 habitantes, su crecimiento era lento y no superó los cuatro millones hasta el año 1943. La morfología y símbolos políticos y culturales de esa sociedad se mantenían como dominantes pero sin presentar en su estructura urbana los grandes contrastes que se evidenciaron posteriormente.




Se destacaban como las cuatro primeras ciudades del país: Caracas, Maracaibo, Valencia y Barquisimeto, las cuales ocupaban, en ese orden, los primeros puestos en el rango y población del sistema de ciudades de Venezuela[6]; Caracas: 259.513 habitantes, Maracaibo: 110.010, Valencia: 49.214 y Barquisimeto con 36.429 habitantes.




Para 1941 y en solo cinco años, la población de estas ciudades aumenta en una tasa bastante mayor que la de la década anterior[7]. Caracas asciende a 354.138 habitantes, con un crecimiento porcentual del 36,4%; Maracaibo alcanza 121.601 habitantes, aumentando 10,5%; Valencia llega a 54.796, representando el 11,34%; y Barquisimeto 54.176 habitantes, con el 48,7%, el mayor porcentual en ese período, pero su rango la mantiene hasta 1981 en el cuarto lugar de las ciudades venezolanas.




Este crecimiento en tan solo un quinquenio refleja las expectativas que creó la irrupción de la urbanización en Venezuela, que acompañada con altas tasas demográficas, el aumento de los ingresos, y el descenso de la mortalidad con los programas sanitarios, trajo como consecuencia la indudable mejora en las condiciones de vida de la incipiente clase media en ascenso, y mayor acumulación en los grupos de altos ingresos. La población que crecía en los barrios, ahora incluidos en niveles de pobreza, no llegó en la distribución de esta riqueza a alcanzar la apropiación porcentual deseada en el consumo de bienes y servicios.




Hasta 1971, el crecimiento interanual especialmente inducido por la velocidad de expansión en las ciudades receptoras de inmigración, no preparadas para recibir las exigentes demandas que creaba la urbanización, se mantuvo en altos porcentajes. En las ciudades intermedias y mayores de 500.000 habitantes se alcanzaron los índices más altos, llegando al 10,10%; y 9,50%, en las mayores de 100.000 habitantes. Mientras que el empleo contrastaba en 1950 con una población laboral de 1.603.369 personas; en 1961: 2.042.546, y en 1971: 2.828.096, representando una tasa interanual de 2,23%[8].




Para 1978 ya existían 1.795 barrios en el país, con una población de 4.208.203 habitantes, albergados en 729.312 viviendas, representando un índice promedio muy alto de ocupación de 5,77 personas para finales de esa década[9]. La situación para el Área Metropolitana de Caracas (ÁMC) era más crítica, al representar la población en barrios el 40,4% en 1961, manteniéndose el porcentaje para la siguiente década, por la contracción poblacional relativa que ha experimentado el (ÁMC) desde mediados de los ochenta.
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  Este crecimiento poblacional no fue absorbido laboralmente dentro del excluyente modelo de desarrollo económico, donde a nivel latinoamericano el crecimiento representó el de mayor aceleración de toda la región, y las expectativas con la urbanización y los beneficios de la calidad urbana en las ciudades comenzaron a reducirse a partir de finales de la década del setenta. La nueva fase de «lo urbano», sostenida con base fundamental en el financiamiento proveniente de la renta petrolera, exigía en las ciudades venezolanas, llenas social y políticamente de altas expectativas y escenarios de gran optimismo, un desarrollo urbano más equilibrado social y espacialmente. Aspiraciones que han quedado como un desiderátum, al quedar siempre rezagadas con el aumento de la pobreza.




Se asumía que crecimiento generaba desarrollo, y la planificación y gerencia de lo urbano se acometía dentro de esas restricciones, donde la planificación urbana era concebida a través de planes estáticos, determinísticos, ensimismados en sus propios fines positivistas que siempre iban rezagados con la dinámica del desarrollo urbano. Su resultado ha sido un modelo urbano con una dicotomía representada por el creciente contraste social entre los dos sectores: el formal y el informal, diferenciados espacialmente por su abrupta impronta morfológica y urbanística.




Era una tarea titánica poder administrar la opulencia, y planificar urbanísticamente este desbordado crecimiento urbano, donde las políticas sociales no tuvieron prioridad sobre las económicas. Además, se carecía especialmente a nivel municipal, del conocimiento y la experiencia para visualizar prospectivamente la compleja gestión local de «lo urbano», que con la metropolitanización marca posteriormente niveles superiores, más complejos, hacia la prefiguración de una incipiente megalopolización en el eje norte central del país.




Las visiones cortoplacistas predominaron, y aún predominan, sobre las de mediano y largo plazo en las intervenciones del Estado. Pocas son las que en el tema que nos ocupa se adelantaron en la prevención de la exclusión y ordenamiento urbanístico en los barrios. Reseñaré los tres ejemplos, lamentablemente fallidos, de propuestas e intervenciones en los barrios, que consideramos por su conceptualización integral y alcances, han podido sentar pautas sociales y urbanísticas en la prevención de su exclusión, y en su avance hacia políticas permanentes de Estado.




La primera se trató de una significativa propuesta elaborada visionariamente en 1956 por una comisión integrada por destacados profesionales de la ingeniería y la arquitectura en Venezuela[10], con validados conocimientos sobre el problema encomendado, quienes entregaron al gobernador del Distrito Federal un resaltante ejemplo de prevención e inclusión territorial y social de los barrios en Caracas, adelantándose acertadamente en décadas a los pensamientos y realizaciones de todos quienes hemos transitado por muchos años en el país en el estudio y propuestas para los barrios.




Los planteamientos de Martínez y otros (1956) fueron sencillos y concisos: «Los barrios no son arrabales a erradicar debido a que la calidad de sus viviendas tiende a ser mejorada por sus habitantes y por esto los municipios deben ordenar su hacinamiento y especialmente la falta de servicios».




Sobre la base de estos principios presentan tres alternativas: erradicación, reurbanización y mejoramiento. La erradicación la asumen exclusivamente para aquellos barrios con problemas geológicos, sanitarios u otras condiciones no modificables. La reurbanización, solo la proponen aplicar en aquellos barrios donde no existe proporción entre el valor del terreno y las inversiones de los particulares; y finalmente, el mejoramiento como la solución escogida, donde adelantan que:




  

    «(...) la intervención del Estado debe únicamente concretarse en los servicios públicos y equipamientos elementales... dejando que las viviendas sean mejoradas por sus mismos propietarios aprovechando de esta manera sus propias energías, y convirtiéndolos en eficaces colaboradores en la solución del problema (Martínez y otros, 1956).»







El problema, la vivienda, no era para la comisión el determinante para la inclusión de los pobladores de los barrios en las ciudades venezolanas pues ellos sabían resolverla; el problema crucial era la dotación de sus servicios urbanísticos, de sus equipamientos, y así con esa claridad que los distinguió, lo recomendaban como competencia exclusiva del Estado.




Lamentablemente, esta notable y visionaria propuesta de estos intelectuales, no tuvo dentro del pensamiento militar la comprensión necesaria y acogida para el tratamiento progresivo que exigía la indispensable inclusión dentro de la ciudad. Para ese momento prevalecía a nivel político, con la dictadura del general Pérez Jiménez, la concepción de la erradicación de los barrios, la cual desconsideró totalmente la propuesta de estos visionarios.




Política e ideológicamente privó «La Guerra al Rancho» decretada por el dictador, a través de la construcción de superbloques como parte de sus programas incluidos en el «Nuevo Ideal Nacional». Pero los efectos esperados de demostración no llegaron a alcanzar las metas deseadas, sobreestimándose las expectativas para paralizar un problema estructural de la sociedad con programas puntuales de erradicación, y los descontextualizados instrumentos inmobiliarios y arquitectónicos seleccionados para tal fin.




En la década cuando se inician los programas de erradicación en el ÁMC la población en barrios era de 119.000 habitantes, la cual, muy pocos años después de la caída del gobierno dictatorial, había ascendido a 292.000 habitantes (véase Cuadro 1).




La segunda no fue una propuesta, fue una intervención en los barrios a través del Programa de Urbanización y Equipamiento de Barrios dirigido por la arquitecto Teolinda Bolívar[11], emprendido entre 1969 y 1973 desde el Instituto Nacional de la Vivienda (INAVI), cuyo objetivo fue el de «instrumentar las acciones necesarias para la dotación de servicios infraestructurales y equipamientos en algunos barrios seleccionados de las principales ciudades del país» (Bolívar, 1980), iniciándose en tres barrios del este del ÁMC, asignándosele el 6% de la inversión total ejecutada en el ÁMC. Este programa, sin evaluación alguna, fue eliminado políticamente en 1973, y se sustituyó, posteriormente, por actuaciones sectoriales que se recogieron a través de la Fundación para el Desarrollo de la Comunidad (FUNDACOMUN).




Y el tercer programa que merece destacarse, tanto por su concepción como por sus resultados alcanzados en solo dos años, es el de Habilitación Física de los Barrios (1999-2001), que dirigió la arquitecto Josefina Baldó desde el Consejo Nacional de la Vivienda (CONAVI), el cual fue igualmente eliminado sin evaluación alguna durante el mismo mandato presidencial de Hugo Chávez Frías. Este programa será referido en la última parte de este capítulo.




Para la década de los noventa la población total y la de los barrios en las cuatro principales ciudades venezolanas que presentamos previamente como ejemplos de su rango y tamaño para 1940, se mantenían como cabezas diferenciadas en el sistema de ciudades venezolanas, y contaban con las mayores poblaciones nacionales, y sus más altos porcentajes estaban localizados en los barrios. En el cuadro siguiente se registra esa relación.
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  Diez años después, en el 2001 (Cuadro 3), existía una distribución donde la población residente en los barrios, excluida urbanísticamente de su «hábitat», representa más de la mitad del país: 58,75%, contraponiéndose a la población residente en el sector formal que corresponde al 37,3%. Estas cifras evidencian que la mayoría de la población venezolana estaba ya bajo condiciones crecientes de exclusión urbanística dentro de la estructura urbana de las ciudades venezolanas.
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  El ingreso petrolero iba en aumento, pero su correspondencia con la calidad urbana fue desproporcionada a medida que la población crecía, siguiéndose con la ética ideológica que privilegiaba en forma dominante desde el Poder políticas, programas e inversiones en los sectores sociales preponderantes de las ciudades. Los destacados esfuerzos por reconocer la responsabilidad pública en modernizar y actualizar el ordenamiento urbanístico del país, no tuvieron la permanencia necesaria para mantener las directrices que pudieran ir monitoreando políticamente el proceso urbano para evitar sus lamentables resultados.




Se continuaron priorizando en las inversiones públicas los recursos hacia el sector formal de construcción de viviendas, pero nunca[12] se asignaron en proporción equitativa, o representativa, hacia los urbanísticos en los barrios, desconsiderando la premisa de que el gran problema en un país donde ya los pobres eran mayoría no era ni es el de su vivienda, sino el de los grandes y crecientes déficit de servicios, equipamiento, vialidad, transporte, condiciones del subsuelo y tierra urbanizada. Esta última, vital para ordenar las ciudades en su conjunto, y donde el acceso al suelo por los pobres no se ha podido realizar sino únicamente a través de invasiones, evidenciando aún más la exclusión urbanística de estos sectores sociales.




El crecimiento no planificado de los barrios y sus servicios se convirtió, durante el proceso reseñado, en el gran problema urbanístico y social a superar por el Estado en la sociedad venezolana. A pesar de las intenciones gubernamentales, académicas y profesionales por intervenir en el problema, los pobladores del sector informal construyeron para el año 2001 cerca del 60% de las viviendas existentes en el país, las cuales con todas sus carencias anotadas han demostrado que van mejorando progresivamente con los ingresos, pero sus estándares y dotaciones urbanísticas se van reduciendo cada vez más por el aumento de la demanda poblacional, y su desconsideración en la planificación de las políticas públicas en estos sectores, exacerbando el alejamiento hacia su plena inclusión social.




La metropolitanización[13]





Hoy se evidencia en las prácticas urbanísticas del «Socialismo del Siglo XXI» el inapropiado enfoque de considerar a la ciudad aislada del funcionamiento regional, metropolitano y global, el cual representa una categoría y concepción territorial muy desactualizada. Categoría que por su escala rebasa los límites nacionales, frente a la permanente e innovadora tecnología mundial, las comunicaciones y las redes de información del siglo actual.




Esta realidad se enfrenta actualmente en Venezuela con la contrapropuesta antiurbana de la «comunalización territorial», que pretende desconsiderar el histórico modelo que se ha desarrollado en el sistema de ciudades venezolanas, que si bien no ha reducido las grandes diferencias sociales y espaciales, no por eso debe ser execrado. Contrariamente, debe transformarse para poder obtener como finalidad su dirección hacia un desarrollo urbano organizado y más equitativo socialmente.




Si a esta tendencia agregamos la configuración de la incipiente megalópolis en el eje norte central de Venezuela, que ya se extiende desde Guarenas hasta Puerto Cabello con una longitud de aproximadamente 240 kilómetros, y una población que, para el año 2010, alcanzaba 8.592.616 habitantes (Cuadro 4; Negrón, 2010), el reto político, económico y urbanístico que este indetenible crecimiento representa inviabilizará la concepción atávica, antiurbana que el «Socialismo del Siglo XXI» pretende desarrollar bajo la concepción comunal.




Se pretende desarrollar un modelo político dentro de una forma de intervención territorial con base en una escala comunal creciente que parte desde los consejos comunales hasta la Confederación Comunal, cuya finalidad es la de lograr la comunalización territorial de las ciudades y el Estado, «donde solo aquellos voceros de los consejos comunales registrados podrán elegir a sus representantes, el resto de los venezolanos se conformará con una elección de segundo o tercer grado[14]». Estas disposiciones sí representan una exclusión, en este caso política, y explícita, que niega la necesaria caracterización y funcionamiento democrático dentro del territorio nacional.




En el siguiente cuadro se aprecia la proporción de la población localizada en las diferentes áreas metropolitanas del país, las cuales comprenden una población total de 8.592.616 habitantes, que representa el 30% de la población nacional, donde solo el área metropolitana externa de Caracas, que incluye Ciudad Losada, Litoral Vargas y Guarenas-Guatire cuenta con una población de 4.563.638 habitantes.




La metropolitanización es irreversible y su tratamiento es político; la fragmentación urbana, la segregación territorial y la exclusión urbanística de sus barrios no están garantizados en su consideración dentro de esa compleja gestión urbana que debe emprender el Estado venezolano bajo preceptos totalmente antiurbanos.
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Las ciudades crecieron hacia la formación de esas metrópolis sobre la base de la conformación y extensión de nuevos y muy diversos requerimientos funcionales de sus ejes metropolitanos, los cuales no están presentes en el pensamiento comunal sobre el territorio.




La metropolitanización, y la incipiente megalopolización en Venezuela son tendencias irreversibles que con el modelo territorial comunal será imposible revertir, mucho más cuando se avecinan en el 2015 drásticas reducciones de las inversiones, y especialmente en el gasto público, por la caída mundial no coyuntural de los precios petroleros.




«La comunalización» del territorio: 2007-2014.
La exclusión y la reducción de la pobreza






Con base en lo previamente acotado, las sociedades deben reflejar en sus territorios la correspondencia entre sus objetivos y finalidades teleológicas, en una impronta espacial territorial, urbana, que debería con sus necesarias variedades corresponder fundamentalmente con sus preceptos ideológicos y políticos dominantes. La ciudad, como lo expresa Porta (2011) es un proceso de impregnación mutua, vive en la ideología y la ideología vive en la ciudad.




El modelo ideológico del Estado Comunal, de la «comunalización» social y del territorio, pretende organizar y dirigir la sociedad desde los pináculos del Poder, para imponer verticalmente dentro de esta ideología unos mandatos, igualmente inconstitucionales, que han ido generando serias deformaciones y severas restricciones metropolitanas en el campo de la planificación urbana en Venezuela.




Afirma Silva Michelena (2014) en su reciente libro: Estado de siervos: desnudando al Estado Comunal, que en la revisión de las leyes seguidas en sus análisis:




  

    «En las Comunas no habrá propiedad privada sino social... se utilizará el trueque para canjear conocimientos, bienes y servicios; y también habrá una moneda comunal que sólo podrá ser usada en la comuna donde vive el ciudadano. Si cualquier venezolano quiere hacer una transacción comercial fuera de ese espacio, su dinero no tendrá valor.»







Se pretende así imponer lo que hemos llamado «La comunalización territorial» a través de su indefinido y endeble soporte de las «ciudades comunales» o «socialistas del siglo XXI»:




  

    «... aspirando restaurar concepciones atávicas, apegadas a desfasadas utopías comunistas, que en el tiempo se han alejado cada día más del exigente esclarecimiento que imponen hoy, con más fuerza, las complejas relaciones dentro de la sociedad nacional y global (Silva Michelena, 2014).»







En esta ideología socialista del siglo XXI se manifiesta una visión apegada al rechazo del mercado monitoreado por el Estado y a la propiedad privada, por haber sido esta el bastión histórico del capitalismo, considerándola como la base territorial y política de su expansión hacia el imperialismo a través de las metrópolis y megalópolis. Innegables soportes territoriales que hoy prospectivamente deben ser considerados para poder entenderlas, y apuntar en su gestión política hacia una transformación social más justa en el territorio.




Paradójicamente, este modelo local y comunal abandona en la ciudad a los barrios, cuando siguen ignorando la promisoria y destacada actuación del régimen en sus primeros años priorizando la inclusión con el programa de Habilitación de Barrios. Hoy, se presenta una escisión entre la exclusión social y la pobreza que identificamos en este capítulo, cuando expresamos que pobreza no es lo mismo que exclusión social y viceversa, y donde la pobreza es solo un componente en la multidimensionalidad de la exclusión. El siguiente cuadro evidencia la disminución de los índices de pobreza en el país entre 1997 y 2007, fecha esta última cuando el expresidente Chávez decreta el Estado socialista comunal.
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  Con base en la información registrada en este cuadro, los porcentajes de pobreza y pobreza[15] extrema bajaron en esos diez años. El de pobreza en 5 puntos porcentuales: de 42,45% a 37,25%; y el de pobreza extrema 3,55 puntos, de 13,87% a 10,55%. Si contextualizamos estas cifras dentro de la diferenciación que asumimos en este trabajo entre pobreza y exclusión la pobreza se redujo en ese período, pero la exclusión social y urbanística creció al no haber el Estado actuado con programas masivos integrales urbanísticos como el ya comentado del gobierno de Chávez (1999-2001) sobre la Habilitación Física de los Barrios.
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Cuadro 2

Venezuela. Poblacion total y poblacién en barrios de las principales
ciudades del pas, 1990.

- =

Entidad Ciadad ~ Poblacién  Poblacion  SEEEE
total e ;

i
o
Distrito Federal ~ Metropolitana 2.685.901 1.085.543 40,42
de Caracas

Litoral - 280.439 152.138 54,25
Zulia Maracaibo 1.249.670 802.807 64,24
Carabobo Valencia 903.621 465.643 51,53
Lara Barquisimeto 743.714 378.277 50,88
Aragua Maracay 437.878 304.679 69,58

Fuente: INE (1990). XI/ Censo de Poblacion y Vivienda.
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Ciudades violentas

Nicaragua Managua 187
Costa Rica San José 17,7
Trinidad y Tobago Pucrto Espafia 172
Colombia Bogotd 165
Brasil Sa0 Paulo 142
Ecuador Quito 114
Cidades con violencia media
Paraguay Asuncién 92
México Ciudad de México 838
Uruguay Montevideo 84
Perii Lima 57
Bolivia LaPaz 52
Ciudades con violencia baja
Argentina Bucnos Aires 49
Chile Santiago 39






OEBPS/Images/cover.jpg
CIUDADES
DE VIDAY MUERTE

La ciudad y el pacto social
para la contencion de la violencia

ROBERTO BRICENO-LEON

EDITORIAL ALFA / SOCIOLOGIA






OEBPS/Images/Cuadro1_1.PNG
Cuadro 1
Evolucién del nimero de ciudades en América Latina
por tamaio de poblaciones, 1950-2000.

Tamaiio 1950 1980 2000
de habitantes Nimero Poblacién Nimero Poblacién  Nimero Poblacién
1 millén y mis 6 16121704 26 89.629.921 47 156.219.434

500.000a 1 millon 5 3.209.130 26 18.049.868 44 30.328.031
100.0002500.000 51 11215663 191 38.144.478 299 62.841.816
Total 62 30546497 243 145.824.267 390  249.389.281

Fuente: Construccién propia con base cn los datos de DEPUALC, 2009.
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Cuadro 4
Venezuela. Poblacién de las dreas metropolitanas de la megarregion
del norte e Venezuela, 2010.

Aglomeracién Poblacién
Area Metropolitana de Caracas 3359.506
Area Metropolitana de Valencia 1.863.040
Area Metropolitana de Maracay 1.050.973
Area Metropolitana de Ciudad Losada 719.569
Area Metropolitana de Litoral Vargas 336.710
Area Metropolitana de Guarenas-Guatire 450.892
Area Metropolitana de Puerto Cabello 69.814
Area Metropolitana de La Victoria 256.627
Area Metropolitana de Los Teques 285.485
Total 8.592.616
Venezuela 28.833.845

Fuente: Marco Negrén (2010). La megarregion: la escala urbana delsiglo XXI.
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Cuadro 3
Venezuela. Casos y tasas de ocurrencia® de delitos de acuerdo

al tamafio de la localidad, 2009.
Tamatio de la localidad
Delitos Krea Metropolitanade T, | @it -
Casos Tasa Casos Tasa Casos Tasa Casos Tasa
Homicidio 8.047 233,13 3.806 5041 2954 66,48 6.325 49.80
Amenaza 14.224 412,090 28579 378,54 19.388 436,32 73.500 578,71
Lesiones personales 14796 42872 16383 27,00 11515 259,14 33906 26696
Abuso sexual 1.483 4296 2251 29,82 805 18,12 4.666 36,74
Robo 308.970 8.951,29 515.968 6.834,12 269.213 6.058,57 334.461 2.633,43
Secuestro 7.017 203,29 7.356 9743 6.069 136,58 6.431 50,64
Extorsién 1.967 44,74 9.153 121,23 3.423 77,03 5.391 4245
Corrupcién 3713 107,57 8124 107,60 9.617 21643 27.898 219,66
Hurto 69.716 2.019.77 127.952 1.694,76. 79.640 1.792,28 210705 1.659,02
Estafa 12.765 369,82 26.115 345,90 20.430 459,77 49.278 391,54
Total 442.700 12.82564  745.687 9.876,80 423.054 9.520,72 753.011 592896
*Porcada 100.000 babianics.

Fuente: Construccién propia sobre INE (2010). Encuesta Nacional de Victimizacidn y Percepeidn de Seguridad Ciudadana 2009.
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Cuadro 1
Venezuela, Area Metropolitana de Caracas. Poblacién total
y poblacién en barrios (miles de habitantes), 1950-1990.

B » Poblacién Porcentaje de poblacién
Afios censales  Poblacién total oo b o
1950 705 119 16,9
1961 1.360 292 21,5
1971 2.158 857 39.7
1981 2.586 1.045 40,4
1990 2.686 1.086 40,4

Fuente: Sonia Barrios (2008). Metropolizacidn y desigualdades socioterisoriales en Venezuela. Centro de Estu-
dios del Desarrollo. CENDES & Fondo de Poblacién de Naciones Unidas.
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Cuadro 3
Venezuela. Distribucién nacional de la poblacién
por sectores urbanos, 2001.

Clasificacién Sectores urbanos Porcentaje total
Barrios no consolidados 46,68

Barrios Barrios consolidados 12,07
Subtotal barrios 58,75
Casco central o histérico 7,88

Sector formal | Asenamientos constridos por entes piblicos 1695
Asentamientos construidos por entes privados 12,51
Subtotal sector formal 37,34

Otros Poblaciones aisladas o diseminadas 391

Total 100

Fuentes: M. Phelan (s.£). Los censos comunitarios de las barriadas populares de Caracas. I1T Encuentro Nacio-
nal de Demégrafos y Estudiosos dela Poblacién. Caracas; INE (2001). XI1I Censo de Poblacién y Vivienda.
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Cuadro 2

Homicidios en ciudades de América Latina y el Caribe
con la mayor poblacién de sus paises, 2012*.

Pais Ciudad Tasa de homicidios™
Ciudades con violencia extrema
Venezuela Caracas 122,0
Guatemala Guatemala 1166
Honduras Tegucigalpa 102.2
Ciudades muy violentas
Panami Ciudad de Panamd 53,1
El Salvador San Salvador 52,5
Jamaica Kingston 503
Haiti Puerto Principe 40,1
Repiiblica Dominicana Santo Domingo 29,1
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Cuadro 5
Venezuela. Personas por estratos a nivel nacional, 1997-2007.

Es 1997 2007
ratos Personas % Personas %
. Sectores altos/No pobres 455.224 0,02 1.018.247 0,69
B. Sectores medios/No pobres 2.499.864 1,08 3.512.738 2,74
C. Sectores populares/No 6.898.837 0,56 9.861.623 577
pobres
D. Pobres no extremos 9.579.051 2,45 1.269.247 7,25
E. Pobres extremos 3.159.211 3,87 2.908.041 0,55
Total 22.566.524 100 27.569.896 100

Fuente: L. Espafia (2009). Detrds de la pobreza: diez aos después. Caracas: Asociacion Civil para la Promocién
de Estudios Sociales / Universidad Catélica Andrés Bello.





